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sobre la extradición del Sr. Greco a Italia, conforme a
las exigencias constitucionales expuestas en el funda-
mento jurídico quinto de esta Sentencia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de junio de dos mil.—Pedro
Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fernando
Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado
y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera a la Sentencia recaída en

el recurso de amparo núm. 4.986/98

Como dije en mi Voto discrepante a la STC 91/2000,
de 5 de abril («Boletín Oficial del Estado» de 4 de mayo
de 2000, págs. 115 y siguientes), Italia forma parte de
la Unión Europea: «El espacio judicial europeo es un
horizonte que enmarca nuestro quehacer jurídico y juris-
prudencial». Debemos tener en cuenta, además, que
cualquier denegación de Justicia en la República Italiana,
lo mismo que en el Reino de España, puede ser objeto
de un recurso al Tribunal Europeo de Derechos Humanos,
con sede en Estrasburgo.

Lamento tener que continuar apartándome, de modo
firme e invariable, de la tesis mayoritaria. Pero sigue
sin convencerme el razonamiento de esta Sentencia, de
la Sala Primera, recaída en el recurso de amparo
núm. 4.986/98, por las mismas razones que me llevaron
a discrepar (con la adhesión de los Magistrados de la
Sala Segunda don Rafael de Mendizábal Allende y don
Vicente Conde Martín de Hijas) de la STC 91/2000,
del Pleno, cuya doctrina ahora se vuelve a recoger y
ratificar.

Firmo este Voto en Madrid, a doce de junio de dos
mil.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Firmado y
rubricado.

13053 Sala Primera. Sentencia 163/2000, de 12 de
junio de 2000. Recurso de amparo 5.525/98.
Promovido por don Roberto-Claudio Peña
Torres Greco frente a los autos del pleno de
la Sección Primera de la Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional que declararon proce-
dente su extradición a Italia, para cumplir con-
dena por un delito de tráfico de drogas
impuesta por un Tribunal de Livorno. Supuesta
vulneración de los derechos a la tutela judicial
sin indefensión, a la igualdad en la aplicación
de la Ley y a la legalidad penal: Demanda
de extradición para ser juzgado, modificada
luego para cumplir condena; cobertura legal.
Vulneración del derecho a la defensa: extra-
dición para cumplir pena de prisión impuesta
en juicio celebrado en ausencia del acusado,
sin posibilidad de impugnación ulterior
(STC 91/2000). Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y

doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5.525/98, interpuesto
por don Roberto-Claudio Peña Torres, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Rosalía Rosique
Samper y bajo la dirección letrada de doña María Ponte
García, contra el Auto núm. 95/1998 del Pleno de la
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, de fecha 14
de diciembre de 1998. Ha comparecido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Fernando
Garrido Falla, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado el 30 de diciembre
de 1998, la Procuradora doña Rosalía Rosique Samper,
en nombre y representación de don Roberto-Claudio
Peña Torres, y bajo la dirección letrada de doña María
Ponte García, interpuso recurso de amparo constitucional
contra al Auto núm. 95/1998 del Pleno de la Sala de
lo Penal de la Audiencia Nacional, de 14 de diciembre
de 1998, que desestima el recurso de súplica formulado
contra el dictado con núm. 32/1998 por la Sección
Primera de la misma Sala, con fecha 19 de octubre
de 1998, que declaró procedente la extradición del
recurrente a la República Italiana, en expediente
núm. 1/98.

2. Los hechos más relevantes que se desprenden
de la demanda y resoluciones impugnadas son, en sín-
tesis, los siguientes:

a) Don Roberto-Claudio Peña Torres, de nacionali-
dad chilena, fue detenido el 2 de enero de 1998 en
el Aeropuerto de Barajas (Madrid) en virtud de una orden
de detención expedida el 18 de julio de 1992 por la
Juez de Investigaciones Preliminares de Livorno (Italia).

b) Mediante Nota verbal 74/1998, de 6 de febrero
de 1998, la Embajada de Italia en Madrid reclamó la
extradición del Sr. Peña Torres por un delito de comercio
ilegal de drogas, aportando la orden de detención que
se ha indicado.

c) El Consejo de Ministros español, en sesión de
13 de marzo de 1998, acordó la continuación del pro-
cedimiento extradicional.

d) Como consecuencia de una petición de informa-
ción complementaria formulada por la Audiencia Nacio-
nal, las Autoridades italianas, mediante sucesivas Notas
verbales, presentaron copia de la Sentencia del Tribunal
de Livorno, de 16 de diciembre de 1994, que condenó
al recurrente en rebeldía por el referido hecho del comer-
cio ilegal de drogas a las penas de trece años de reclusión
y ochenta millones de liras de multa, así como copia
de la Sentencia del Tribunal de Apelación de Florencia,
de 3 de agosto de 1998, confirmatoria de la anterior.

e) El Auto de la Sección Primera de la Sala de lo
Penal de la Audiencia Nacional, de 19 de octubre de
1998, declaró procedente la extradición del recurrente
a Italia, para cumplir las penas impuestas por la Sentencia
dictada por el Tribunal de Livorno el 16 de diciembre
de 1994. La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional
parte del conocimiento de la STC 141/1998, para des-
cartar la aplicación de dicha doctrina al presente caso,
mediante una argumentación que puede resumirse así:
En primer lugar, no se da el supuesto fáctico contem-
plado en la STC 141/1998, esto es, la no publicación
en el «Boletín Oficial del Estado» de la retirada de la
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reserva por parte de Italia al Título III del Segundo Pro-
tocolo Adicional al Convenio Europeo de Extradición (en
adelante, CEEx), pues la retirada de dicha reserva se
publicó en el BOE de 18 de julio de 1998; en segundo
lugar, aunque se entienda que el Título III del Segundo
Protocolo Adicional al CEEx no es aplicable al presente
caso, no sería aplicable tampoco el art. 2, párrafo tercero,
de la Ley de Extradición Pasiva (como pretende el
recurrente), que obliga en estos casos a condicionar la
entrega a la celebración de un nuevo juicio en presencia
del reclamado. La extradición incondicionada es proce-
dente en virtud del art. 1 CEEx, que expresa la obligación
de los Estados de entregarse recíprocamente a las per-
sonas a quienes las Autoridades judiciales de la parte
requirente persiguieren por algún delito o buscaren para
la ejecución de una pena o medida de seguridad; este
art. 1 es el título válido para acceder en este caso a
la extradición. La Sala fundamenta esta interpretación
en diversos argumentos. En primer lugar, como el CEEx
no hace referencia expresa a los condenados en rebeldía,
rige la obligación genérica de extraditar expresada en
el art. 1 del mismo. En segundo término, durante la vigen-
cia histórica del CEEx sin el complemento del Segundo
Protocolo Adicional, los Estados Parte de aquél han entre-
gado a los reclamados de extradición que hubieran sido
condenados en rebeldía sin ningún reparo, salvo los Esta-
dos que formularon una concreta reserva al respecto,
como es el caso de Luxemburgo y los Países Bajos, sin
que ni Italia ni España hubieran efectuado una reserva
por la misma razón.

Argumenta además la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional que en el presente caso el reclamado no sufrió
indefensión alguna, pues conocía los procesos que se
seguían contra él, aunque por propia voluntad no estuvo
presente en los mismos, y estuvo representado y defen-
dido por Abogados de su elección en la instancia, pudien-
do apelar la sentencia condenatoria, siendo asistido por
Letrado de oficio en la apelación. Se han respetado, por
tanto, las garantías exigidas en el art. 6 del Convenio
Europeo sobre Protección de los Derechos Humanos y
de las Libertades Fundamentales (CEDH, en adelante),
según el Auto citado.

f) Frente al anterior Auto, la representación del Sr.
Peña Torres formuló recurso de súplica. El Ministerio
Fiscal efectuó una impugnación parcial a dicho recurso,
solicitando que fuera desestimado y que se acordara
la extradición tan sólo en la medida en que las Auto-
ridades italianas prestaran garantía de un nuevo juicio.
El Auto del Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional de 14 de diciembre de 1998 desestimó el recur-
so de súplica y confirmó en su integridad la resolución
judicial impugnada.

3. La demanda de amparo solicita la declaración
de nulidad de los Autos impugnados y que si se concede
la extradición del recurrente, ésta quede condicionada
a que se repita en Italia el juicio celebrado sin su pre-
sencia. Mediante otrosí interesa que se requiera urgen-
temente a la Audiencia Nacional para que remita las
actuaciones, solicita el recibimiento a prueba y pide la
suspensión de la ejecución de la extradición.

4. La demanda de amparo alega la vulneración del
derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2
C.E.), en relación con los derechos a la defensa, a ser
informado de la acusación y a la utilización de los medios
de prueba pertinentes para la defensa; aduce asimismo
la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 C.E.) y del derecho a la presunción de inocencia
(art. 24.2 C.E.), así como del principio de igualdad (arts.
14 C.E.) y del principio de legalidad penal (art. 25.1 C.E.).

a) Como presupuesto básico, la demanda advierte
que se presenta en este caso una situación de hecho

idéntica a la que se resolvió mediante la STC 141/1998.
En esta Sentencia se otorgó el amparo en un caso de
extradición a Italia, por haber sido fundamentada la entre-
ga en el Título III del Segundo Protocolo Adicional al
CEEx, precepto carente de eficacia jurídica al estar afec-
tado por una reserva formulada por Italia. Aunque pos-
teriormente dicha reserva fue retirada por las Autorida-
des italianas, la retirada no produjo sus efectos en el
ordenamiento interno español debido a la ausencia de
publicación de la misma en el «Boletín Oficial del Estado»,
rechazándose por el Tribunal Constitucional el argumen-
to de la Audiencia Nacional según el cual la retirada
de la reserva surtió efectos al ser comunicada direc-
tamente a aquélla por las Autoridades italianas. En con-
secuencia, la STC 141/1998 concedió el amparo al con-
siderar vulnerada la garantía fundamental de la extra-
dición de que ésta sólo pueda ser concedida en cum-
plimiento de un Tratado o de la Ley, atendiendo al prin-
cipio de reciprocidad (art. 13.3 C.E.). Como consecuencia
de esta Sentencia fue publicada la retirada de la reserva
en cuestión mediante Resolución de 7 de julio de 1998,
de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Asun-
tos Exteriores («Boletín Oficial del Estado» núm. 171,
de 18 de julio de 1998). Afirma el recurrente que los
Autos impugnados de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional parten del conocimiento de la STC 141/1998,
pero realizan una argumentación que elude la aplicación
de dicha doctrina.

Concretamente, en el primer motivo de la demanda
de amparo se alega la vulneración del derecho a un
proceso con todas las garantías (art. 24.2 C.E.), en rela-
ción con los derechos a la defensa, a ser informado
de la acusación y a la utilización de los medios de prueba
pertinentes para la defensa, porque el juicio realizado
en Italia se efectuó sin la presencia del ahora recurrente
en amparo, por lo que, no siendo aplicable ni el Segundo
Protocolo Adicional al CEEx ni la retirada de reserva por
parte de Italia, debería haber sido aplicado el art. 2, párra-
fo tercero, de la Ley de Extradición Pasiva (en adelante
L.E.P.) y, en consecuencia, debería haber sido declarada
improcedente la extradición o bien condicionarla a la
celebración de un nuevo proceso con plenas garantías
en Italia. Dicho artículo, de obligatorio cumplimiento, no
puede ser sustituido con el argumento de que tiene
carácter de norma secundaria o supletoria respecto a
la preferencial del CEEx, pues éste ni establece una nor-
ma antagónica a aquélla ni puede contrariar a la Cons-
titución Española una vez incorporado a nuestro orde-
namiento. Tampoco pueden ser de preferente aplicación
las normas italianas, ya que son contrarias a las dis-
posiciones internas españolas y, en particular, son con-
trarias a la Constitución Española. Por último, la Sen-
tencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de
12 de febrero de 1985, asunto Colozza y Rubinat, sobre
la base del derecho a un juicio justo, ha reconocido el
derecho a poder obtener que una jurisdicción se pro-
nuncie de nuevo.

Dentro del mismo motivo la demanda incluye otras
vulneraciones de derechos fundamentales: del derecho
a la presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.), porque la
jurisdicción española, al conceder la extradición, está
legitimando la lesión de este derecho ocasionada por
los órganos judiciales italianos, que condenaron sin la
presencia del justiciable y por lo tanto sin una prueba
de cargo; del principio de igualdad (art. 14 C.E.), ya que
anteriormente la Audiencia Nacional, con el mismo régi-
men jurídico, denegaba la extradición si la condena en
el Estado requirente se había producido en rebeldía o
contumacia del acusado; y, finalmente, del principio de
legalidad penal, porque, en definitiva, en este caso se
ha aplicado la retirada de reserva publicada en el «Boletín
Oficial del Estado» el 18 de julio de 1998 con efectos
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retroactivos, aplicación retroactiva que, al tener conse-
cuencias desfavorables, lesiona el art. 25.1 C.E.

b) El segundo motivo de la demanda de amparo
se fundamenta en la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). Según el recurrente, las
Autoridades italianas incurrieron en mala fe: en la deman-
da de extradición incluida en la Nota verbal de 6 de
febrero de 1998 se solicita la entrega sobre la base
de una «ordenanza de detención cautelar» de 18 de
julio de 1992, cuando el hecho ya había sido enjuiciado
e incluso se había dictado condena mediante Sentencia
del Tribunal de Livorno de 16 de diciembre de 1994,
es decir, más de tres años antes de la detención del
Sr. Peña Torres en España. Esta importante circunstancia,
conocida por las Autoridades italianas, debería haber
sido puesta de manifiesto junto a la demanda de extra-
dición, en virtud de lo dispuesto en el art. 12.2 a) CEEx
y en el art. 7.1 a) L.E.P. Y no lo hicieron así ante el
temor de que su solicitud de extradición fuera denegada
en España, si se acreditaba que el requerido, hallándose
en situación de rebeldía, había sido condenado a trece
años de prisión, como hasta entonces era el criterio pací-
fico de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.
Este fraude dio lugar a que la representación del recurren-
te alegara en la vista la nulidad de la solicitud de extra-
dición en atención al art. 11, apartados 1, 2 y 3, L.O.P.J.,
en relación con el derecho a la tutela judicial efectiva
del art. 24.1 C.E. En la demanda de amparo se rechaza
el argumento del Auto de la Sección Primera de la
Audiencia Nacional según el cual las Autoridades ita-
lianas aportaron el único título de extradición de que
disponían, esto es, la orden de detención; según el
recurrente, aunque fuera cierto que la Sentencia con-
denatoria italiana de 1994 no adquiriera firmeza hasta
el año 1998, las Autoridades italianas deberían haber
comunicado estas circunstancias a las Autoridades admi-
nistrativas y judiciales españolas. Los Autos impugnados
confunden una «decisión ejecutoria de condena» —que
consiste en una Sentencia— con una Sentencia firme,
cuando son conceptos distintos, ya que cabe estar pri-
vado de libertad estando sentenciado, aunque esa deci-
sión todavía no sea firme al ser susceptible de ulterior
recurso. Además, tanto el art. 12.2 a) CEEx como el
art. 7.1 a) L.E.P. al indicar el título en que se ha de
fundamentar la extradición expresan un orden, de lo que
se deriva la preferencia o prelación de la Sentencia con-
denatoria respecto del Auto de procesamiento o prisión
o resolución análoga; prelación que aquí no ha sido cum-
plida, ya que se pide la extradición sobre la base de
una orden de detención y se concede para el cumpli-
miento de una condena.

5. Mediante providencia de 8 de febrero de 1999,
la Sección Primera de este Tribunal acordó admitir a
trámite la presente demanda de amparo y, en aplicación
de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, ordenó dirigir atenta
comunicación a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacio-
nal para que remitiera testimonio íntegro de las actua-
ciones, interesándose al propio tiempo el emplazamiento
de quienes fueron parte en el procedimiento de extra-
dición, para que pudieran comparecer, si lo deseaban,
en el proceso constitucional de amparo en el plazo de
diez días.

6. Por providencia de la misma fecha que la anterior,
la referida Sección Primera de este Tribunal acordó for-
mar la oportuna pieza para la tramitación del incidente
de suspensión, de conformidad con el art. 56 LOTC.
El informe del Ministerio Fiscal, registrado en este Tri-
bunal con fecha 17 de febrero de 1999, no se opuso
a la suspensión solicitada. Por su parte, la representación
del recurrente presentó alegaciones al respecto median-
te escrito registrado el 15 de febrero de 1999, reiterando

la petición de suspensión con apoyo en el ATC
210/1997, en el que también se acordó la suspensión
en relación con un recurso de amparo que fue resuelto
por la STC 141/1998, así como en el ATC 1/1999.
El escrito fundamenta la pretensión de suspender las
resoluciones impugnadas con el argumento de que, en
caso de no acordarse así, se ocasionaría al recurrente
el perjuicio de ser entregado a las Autoridades italianas
y comenzar a cumplir en Italia una pena impuesta en
un proceso celebrado en situación de rebeldía, cuando
no consta que las Autoridades de dicho país pudieran
acatar la eventual decisión del Tribunal Constitucional
si éste concediera finalmente el amparo.

7. Por Auto de 23 de febrero de 1999, la Sala Pri-
mera de este Tribunal acordó suspender la ejecución
de la extradición, pero no la situación de prisión pro-
visional decidida respecto a don Roberto-Claudio Peña
Torres por la Audiencia Nacional.

8. En virtud de providencia de 22 de marzo de 1999,
la Sala Primera de este Tribunal acordó dar vista de
las actuaciones recibidas al recurrente y al Ministerio
Fiscal por plazo común de veinte días, a fin de presentar
las alegaciones que estimasen pertinentes, conforme
determina el art. 52.1 LOTC.

9. La representación del recurrente presentó sus ale-
gaciones en escrito registrado el 23 de abril de 1999,
reiterando de forma sucinta los argumentos vertidos en
la demanda de amparo, con especial hincapié en la infrac-
ción del derecho a un proceso con todas las garantías
y del principio de igualdad de trato.

10. El Ministerio Fiscal formuló sus alegaciones
mediante escrito registrado en este Tribunal el 29 de
abril de 1999, interesando la estimación del amparo.
No obstante, el Fiscal descarta los motivos de infracción
del derecho a la tutela judicial efectiva en su sentido
estricto, de la presunción de inocencia, del principio de
igualdad y del principio de legalidad penal. Según su
criterio, no cabe apreciar la infracción del derecho a la
tutela judicial efectiva, ya que el recurrente ha obtenido
por parte de los órganos judiciales, mediante los Autos
recurridos, una respuesta razonada y fundada en Dere-
cho que satisface las exigencias del art. 24.1 C.E. Tam-
poco se ha vulnerado la presunción de inocencia del
demandante porque el procedimiento de extradición no
tiene por objeto determinar la culpabilidad o inocencia
del extraditable, sino verificar si concurren los requisitos
necesarios para acceder a la extradición y, además, por-
que la cuestión que realmente suscita el recurrente (la
invalidez de la condena en ausencia) no es propiamente
un problema de presunción de inocencia, sino más bien
de derecho a un proceso con todas las garantías.

El representante del Ministerio Público estima que
tampoco debe prosperar la queja relativa a la lesión del
principio de igualdad, ya que el recurrente no aporta
materialmente las decisiones de la Audiencia Nacional
acordadas con anterioridad al presente caso, con lo que
no es posible comprobar que los supuestos sean idén-
ticos y, en consecuencia, no cabe apreciar el primer requi-
sito exigido para la vulneración del art. 14 C.E.; en todo
caso, los Autos recurridos ofrecen una explicación razo-
nada de los motivos que llevan a considerar procedente
la extradición, lo que supondría un apartamiento razo-
nado de decisiones anteriores, caso de que las hubiere.

Finalmente el Fiscal tampoco observa infracción del
principio de legalidad penal (art. 25.1 C.E.). Según su
criterio, este principio se refiere esencialmente a las nor-
mas de Derecho material, es decir, las que tipifican las
correspondientes infracciones, a cuya realización anudan
una sanción o pena como consecuencia jurídica, y no
a las de índole procesal, como lo es la reserva a una
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disposición de un Tratado, respecto de la necesaria cele-
bración de un nuevo juicio al condenado en rebeldía,
cuya protección, en su caso, deberá ser reconducida
al derecho a un proceso con todas las garantías del
art. 24.2 C.E.

En definitiva, el Ministerio Fiscal sólo considera rele-
vante la queja que se deriva del derecho del condenado
en rebeldía a la celebración de un nuevo juicio con su
presencia, siendo los demás motivos derivaciones de
éste. Entiende que la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional ha vulnerado el derecho a un proceso con todas
las garantías (art. 24.2 C.E.), al no denegar la extradición
o, en su caso, supeditarla a la celebración de un nuevo
juicio en Italia con presencia del acusado. Por ello, el
Fiscal interesa la estimación del recurso de amparo y
la anulación de los Autos recurridos, sin retroacción de
las actuaciones o, subsidiariamente, la retroacción de
éstas para que la Audiencia Nacional dicte otro Auto,
bien denegando la extradición, bien condicionándola a
la celebración de un nuevo juicio en Italia con presencia
del acusado.

11. Por providencia de 26 de mayo de 2000, se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el 29 del mismo mes y año, trámite que ha fina-
lizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo se cen-
tra en la vulneración del derecho al proceso con todas
las garantías y del derecho a la tutela judicial efectiva,
que se imputa a los Autos impugnados, en cuanto con-
sideran procedente la extradición del recurrente a Italia,
para cumplir en dicho país una condena de trece años
de reclusión. Se trata, pues, de una extradición ejecutiva
o de condenado. El recurrente, tras partir del presupuesto
de que este caso presenta una identidad fáctica al resuel-
to en STC 141/1998, de 29 de junio, alega como primer
motivo de su demanda de amparo la vulneración del
derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2
C.E.), en relación con los derechos a la defensa, a ser
informado de la acusación y a la utilización de los medios
de prueba pertinentes para la defensa, porque el juicio
realizado en Italia se efectuó sin la presencia del ahora
recurrente en amparo, por lo que, no siendo aplicable
ni el Segundo Protocolo Adicional al Convenio Europeo
de Extradición (CEEx) ni la retirada de reserva por parte
de Italia al Título III del referido Segundo Protocolo, debe-
ría haber sido aplicado el art. 2, párrafo tercero, de la
Ley de Extradición Pasiva (L.E.P.) y, en consecuencia,
debería haber sido declarada improcedente la extradi-
ción o bien condicionarla a la celebración de un nuevo
proceso con plenas garantías en Italia.

Dentro del mismo motivo de amparo, la demanda
aduce la supuesta lesión del derecho a la presunción
de inocencia (al estimar que la Audiencia Nacional está
legitimando una condena impuesta sin prueba de cargo
por los Tribunales italianos), del derecho a la igualdad
en la aplicación de la Ley (porque la Audiencia Nacional
ha cambiado injustificadamente de criterio, según el
recurrente) y, finalmente, del principio de legalidad penal
(porque la Audiencia estaría dando eficacia retroactiva
a una disposición desfavorable, como es la retirada por
parte de Italia de su reserva al Título III del Segundo
Protocolo Adicional al CEEx).

El segundo motivo de la demanda de amparo se fun-
damenta en la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.) ya que, según
el recurrente, al haber fundado las Autoridades italianas
su demanda de extradición en una «ordenanza de deten-
ción cautelar» pese a conocer perfectamente que ya se
habían enjuiciado los hechos y dictado incluso Sentencia

condenatoria por el Tribunal de Livorno el 16 de diciem-
bre de 1994, no es admisible que la extradición se con-
ceda para el cumplimiento de una condena, por más
que la firmeza de esa Sentencia fuese conocida con pos-
terioridad a la solicitud inicial de extradición.

2. Comenzando nuestro análisis por esta última que-
ja, hemos de señalar que la alteración de la causa petendi
de la demanda de extradición durante la sustanciación
del procedimiento extradicional no ha ocasionado inde-
fensión material alguna al recurrente, por lo que no cabe
apreciar la vulneración alegada del art. 24.1 C.E. (SSTC
188/1993, de 14 de junio, 185/1994, de 20 de junio,
1/1996, de 15 de enero, 89/1997, de 5 de mayo y
186/1998, de 28 de septiembre, por todas). En efecto,
si bien es cierto que la demanda de extradición se fun-
damenta inicialmente en una orden de detención, cuan-
do los hechos ya habían sido enjuiciados, existiendo
incluso Sentencia condenatoria, no lo es menos que
durante la sustanciación del proceso de extradición, y
a requerimiento de la Audiencia Nacional, las Autori-
dades italianas, mediante sucesivas Notas verbales, pre-
sentaron copia de la Sentencia condenatoria dictada por
el Tribunal de Livorno, así como de la Sentencia recaída
en apelación confirmatoria de la anterior y de fecha pos-
terior a la demanda de extradición. Resulta así que duran-
te la sustanciación del proceso de extradición se trans-
formó la inicial solicitud de extradición para enjuiciamien-
to, en solicitud de extradición para cumplimiento, cir-
cunstancia que fue oportunamente puesta en conoci-
miento del recurrente, que tuvo ocasión de alegar (como
así lo hizo) cuanto estimó conveniente para su defensa
en relación con esta modificación del título extradicional,
obteniendo una respuesta judicial en este punto que
no puede tildarse de manifiestamente arbitraria o irra-
zonable, sino que resulta fundada en Derecho, lo que
satisface plenamente el derecho a la tutela judicial
efectiva.

3. Desechada la relevancia de la queja referida al
procedimiento judicial de extradición, nos corresponde
examinar ahora las quejas referidas a las resoluciones
judiciales que pusieron fin a aquél, acordando la entrega
incondicionada del recurrente a las Autoridades italianas,
pese a que la condena penal que sirve de título a la
extradición ha sido dictada in absentia. De entre tales
quejas hemos de distinguir las que podrían suponer una
violación directa de los derechos fundamentales del
recurrente por parte de los órganos de la jurisdicción
española, de aquellas otras en las que se imputa a la
jurisdicción española una actuación lesiva de dichos
derechos en la medida en que otorga validez a ciertos
actos de una jurisdicción extranjera que se estiman con-
trarios a los derechos fundamentales invocados.

Comenzando el análisis por el primer grupo de quejas,
alega el recurrente que los Autos impugnados vulneran
su derecho a la igualdad en la aplicación de la ley (art.
14 C.E.), ya que, según afirma, la Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional ha venido manteniendo el criterio
de no acceder a la extradición de justiciables condenados
en rebeldía, en aplicación de lo dispuesto en el art. 2
L.E.P., citando al efecto los Autos de 20 de septiembre
y 25 de octubre de 1994. A juicio del recurrente, este
cambio de criterio carece de fundamento y crea una
situación de desigualdad proscrita por el art. 14 CE entre
los extraditables condenados en rebeldía «de antes» y
los de «ahora». La queja debe ser rechazada, ya que,
como advierte el Ministerio Fiscal, los Autos recurridos
ofrecen una explicación razonada de los motivos que
llevan a considerar procedente la extradición, lo que
supondría un apartamiento razonado de decisiones ante-
riores, caso de que realmente las hubiere en el sentido
expresado por el recurrente.



68 Martes 11 julio 2000 BOE núm. 165. Suplemento

En efecto, en el caso presente las resoluciones impug-
nadas contienen un razonamiento explícito del por qué
se accede a la entrega incondicionada, razonamiento
que, al margen de su acierto, permite contemplar dichas
resoluciones como la expresión de un criterio jurídico
fundado, y no como un acto de arbitrariedad que intro-
duce una diferencia de trato artificiosa o injustificada
por no venir fundada en criterios objetivos y razonables
(SSTC 120/1987, de 10 de julio, 110/1993, de 25
de marzo, 192/1994, de 23 de junio, 105/1996, de
11 de junio, 96/1997, de 19 de mayo, 132/1997,
188/1998, de 28 de septiembre y 25/1999, de 8 de
marzo, por todas). No ha existido, por tanto, la lesión
denunciada del art. 14 C.E., por lo que esta queja del
recurrente ha de ser desestimada, dada su manifiesta
carencia de contenido constitucional.

4. Continuando con el examen de las quejas refe-
ridas a la supuesta vulneración de derechos fundamen-
tales cometida directamente por los órganos de la juris-
dicción española, hemos de ocuparnos de la alegada
lesión del principio de legalidad penal (art. 25.1 C.E.),
queja ésta íntimamente ligada a la reiterada afirmación
del recurrente de que estamos ante el mismo supuesto
fáctico que dio lugar a la estimación del recurso de ampa-
ro en la STC 141/1998, esto es, ante una demanda
de extradición presentada por Italia respecto de un con-
denado en ausencia, para que cumpla en aquel país la
pena de reclusión impuesta; y que la Audiencia Nacional
ha accedido a la extradición aplicando con efectos
retroactivos la retirada de la reserva (publicada en el
«BOE» de 18 de julio de 1998) por parte de Italia al
Título III del Protocolo Segundo CEEx, retirada de reserva
que constituye una disposición desfavorable al recurren-
te, lo que vedaría su aplicación retroactiva al caso, de
conformidad con el principio de legalidad penal consa-
grado en el art. 25.1 C.E.

En definitiva, el recurrente suscita una cuestión de
supuesta falta de cobertura legal para conceder la extra-
dición (nulla traditio sine lege), argumentando que la
retirada de la reserva por parte de Italia sólo surte efectos
a partir de la publicación en el «Boletín Oficial del Esta-
do», como se declaró en la STC 141/1998, no pudiendo
ser aplicada a solicitudes de extradición formuladas con
anterioridad a dicha publicación, y estando vedada la
aplicación de la retirada de la reserva con efectos retroac-
tivos, ya que la misma constituye una disposición des-
favorable para el extraditable.

Centrado así el objeto de la cuestión, hemos de seña-
lar en primer lugar que, frente a lo que sostiene el
recurrente, no estamos ante un supuesto que guarde
identidad fáctica con el resuelto en la tantas veces citada
STC 141/1998. En el supuesto que diera lugar a la STC
141/1998, se otorgó el amparo por haber sido funda-
mentada la entrega en el Título III del Segundo Protocolo
Adicional al CEEx, precepto carente de eficacia jurídica
al estar afectado por una reserva formulada por Italia.
Aunque posteriormente dicha reserva fue retirada por
las Autoridades italianas, la retirada no produjo sus efec-
tos en el ordenamiento interno español debido a la ausen-
cia de publicación en el «Boletín Oficial del Estado» (que
no se produjo hasta el 18 de julio de 1998).

Por el contrario, en el presente caso, los Autos impug-
nados, aunque mencionan la publicación en el «Boletín
Oficial del Estado» de la retirada de la reserva, no fun-
damentan en realidad la concesión de la extradición en
el Título III del Segundo Protocolo Adicional al CEEx,
sino en el art. 1 de este Convenio. Al hacerlo así, la
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (como hemos
señalado en STC 91/2000, de 30 de marzo, FJ 10),
interpreta las prescripciones del Convenio conforme a
la Constitución, de manera que no se limita a constatar
que la entrega no viene prohibida por el texto del Con-

venio (pues la petición se refiere a un hecho de los que
dan lugar a la extradición por ser constitutivo de uno
de los delitos por los que ésta no viene vedada: arts.
2 a 5 CEEx), sino que da un paso más, al extender su
análisis a comprobar si al acceder a la entrega incon-
dicionada no se contravienen los derechos fundamen-
tales del reclamado garantizados por la Constitución y
el art. 6 CEDH, llegando a una respuesta negativa.

De este modo, integrando en la norma convencional
las prescripciones constitucionales, la Sala no sólo res-
peta el art. 25.1 C.E., al apoyar su decisión en el art.
2 CEEx, sino que pretende cumplir la obligación cons-
titucional de prevenir la eventual vulneración de dere-
chos fundamentales que le vinculan como bases obje-
tivas de nuestro ordenamiento jurídico. Por tanto, pese
a su aparente semejanza inicial, el presente supuesto
se plantea en términos distintos al analizado en la STC
141/1998, careciendo de fundamento la alegada vul-
neración del principio de legalidad penal.

5. Llegados a este punto, procede abordar segui-
damente las quejas en las que se imputa a la jurisdicción
española una actuación lesiva «indirecta» de los dere-
chos fundamentales del recurrente, en la medida en que
la Audiencia Nacional, al conceder la extradición, otorga
validez a las Sentencias de la jurisdicción italiana que
el recurrente reputa contrarias a tales derechos, por
haber sido dictadas en rebeldía. Alega al respecto el
recurrente, como ya quedó expuesto, que los Autos
impugnados vulneran su derecho a un proceso con todas
las garantías, en relación con los derechos a la defensa,
a ser informado de la acusación y a utilizar los medios
de prueba pertinentes (art. 24.2 C.E.).

Para dar cumplida respuesta a las quejas del recurren-
te conviene precisar que, en realidad, la resolución del
presente recurso de amparo debe ajustarse a lo ya deci-
dido por este Tribunal en su reciente STC 134/2000,
de 16 de mayo (que aplica, a su vez, la doctrina sentada
en la STC 91/2000, de 30 de marzo), en el sentido
de que el art. 24.2 C.E. garantiza de forma absoluta
(sea cual fuere el foro competente) el derecho del con-
denado in absentia (y con penas graves) a una ulterior
posibilidad procesal de impugnación de la condena.

Pues bien, en el supuesto ahora enjuiciado, como
ya se ha indicado, el recurrente ha sido condenado por
Sentencia firme in absentia en Italia por un delito de
tráfico de drogas a una pena muy grave (trece años
de reclusión), pese a lo cual la Audiencia Nacional ha
accedido a la extradición incondicionada. Si bien en el
juicio penal sus intereses fueron defendidos por un Letra-
do de su elección, en ningún momento tuvo lugar la
presencia personal del imputado en dicho juicio. Aun
sin necesidad de analizar si el derecho a la autodefensa
es o no renunciable, es lo cierto que en las actuaciones
no consta una renuncia expresa del condenado a un
juicio en su presencia, pues del mero dato de la presencia
en el juicio penal de un Letrado para la defensa de sus
intereses no cabe colegir una renuncia expresa al dere-
cho a comparecer personalmente en juicio.

Por ello, las quejas del recurrente referidas a la auto-
rización de su entrega incondicionada a Italia para el
cumplimiento de las penas impuestas en la Sentencia
dictada por el Tribunal de Livorno el 16 de diciembre
de 1994 (confirmada en apelación por Sentencia del
Tribunal de Apelación de Florencia de 3 de agosto de
1998) han de ser atendidas. Los Autos impugnados no
se ajustan a las exigencias absolutas que dimanan del
derecho a defenderse en un proceso con todas las garan-
tías (art. 24.2 C.E.), pues la Audiencia Nacional ha admi-
tido la legitimidad constitucional del juicio en contumacia
o rebeldía por delito castigado con pena grave, sin some-
ter la concesión de extradición a Italia a la condición
expresa de que por parte del Estado italiano se prestaran
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garantías de posible impugnación de las Sentencias con-
denatorias dictadas en ausencia.

6. El otorgamiento del amparo, al igual que en el
asunto resuelto por la STC 134/2000, comporta la decla-
ración de nulidad de los Autos impugnados en la medida
en que accedieron a la extradición del demandante, para
el cumplimiento de las penas impuestas por las Sen-
tencias referidas, sin someterla a la condición de que
por parte del Estado italiano, mediante un nuevo proceso,
se den al recurrente las posibilidades de impugnación
suficientes para salvaguardar sus derechos de defensa.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar en parte el recurso de amparo presentado
y, en su virtud:

1.o Reconocer el derecho del recurrente a un pro-
ceso con plenas garantías de defensa (art. 24.2 C.E.).

2.o Anular los Autos núm. 32/1998, de la Sección
Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
de 19 de octubre de 1998 y núm. 95/1998, del Pleno
de la misma Sala, de 14 de diciembre de 1998, que
declararon procedente la extradición del recurrente a
la República Italiana, en el expediente de extradición
núm. 1/98.

3.o Retrotraer las actuaciones a fin de que el órgano
judicial competente dicte nueva resolución conforme a
las exigencias constitucionales especificadas en el fun-
damento jurídico sexto de la presente Sentencia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, a doce de junio de dos mil.—Pedro Cruz Villa-
lón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido
Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubri-
cado.

Voto particular que formula el Magistrado don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera a la Sentencia recaída en

el recurso de amparo núm. 5.525/98

Como dije en mi Voto discrepante a la STC 91/2000,
de 5 de abril («Boletín Oficial del Estado» de 4 de mayo
de 2000, págs. 115 y siguientes), Italia forma parte de
la Unión Europea: «El espacio judicial europeo es un
horizonte que enmarca nuestro quehacer jurídico y juris-
prudencial». Debemos tener en cuenta, además, que
cualquier denegación de Justicia en la República italiana,
lo mismo que en el Reino de España, puede ser objeto
de un recurso al Tribunal Europeo de Derechos Humanos,
con sede en Estrasburgo.

No me convence, dicho en pocas palabras, el razo-
namiento de esta Sentencia, de la Sala Primera, recaída
en el recurso de amparo núm. 5.525/98, por las mismas
razones que me llevaron a discrepar (con la adhesión
de los Magistrados de la Sala Segunda don Rafael de
Mendizábal Allende y don Vicente Conde Martín de Hijas)
de la STC 91/2000, del Pleno, cuya doctrina ahora se
vuelve a recoger y ratificar. Lamento tener que continuar
apartándome, de modo firme e invariable, de la tesis
mayoritaria.

Firmo este Voto en Madrid, a doce de junio de dos
mil.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Firmado y
rubricado.

13054 Sala Segunda. Sentencia 164/2000, de 12
de junio de 2000. Recurso de amparo
3.732/99. Promovido por doña Luz Andrea
Rodríguez Samper respecto de los autos de
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que
acordaron mantener su situación de prisión
provisional en un proceso seguido por delitos
contra la salud pública y otros. Supuesta vul-
neración de los derechos a la libertad per-
sonal, a la tutela judicial efectiva y a un pro-
ceso público: prisión provisional suficiente-
mente motivada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.732/99, interpuesto
por doña Luz Andrea Rodríguez Samper, representada
por el Procurador don Luis Alfaro Rodríguez, con la asis-
tencia del Letrado don Jacinto Romera Martínez, contra
los Autos de 24 de junio y 13 de julio de 1999 que
denegaron su puesta en libertad provisional, dictados
por la Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional, en el rollo núm. 92/97, formado con el
sumario núm. 81/97, en el que se investigaba un supues-
to delito contra la salud pública. Han intervenido el Minis-
terio Fiscal y doña Marta Inés Toro Giraldo, representada
por la Procuradora doña Yolanda García Hernández y
asistida del Letrado don José Carlos García Hernández.
Ha sido Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives
Antón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el 7 de septiembre de 1999, y registrado en
este Tribunal el siguiente día 9, el Procurador antes cita-
do, en nombre y representación de doña Luz Andrea
Rodríguez Samper, formuló demanda de amparo contra
las resoluciones judiciales reseñadas en el encabeza-
miento por las que se denegó su petición de libertad
provisional.

2. Las resoluciones impugnadas expresaron la
siguiente fundamentación al denegar la puesta en
libertad:

«Teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos que
se imputan a la procesada ..., así como la pena solicitada
por el Ministerio Fiscal, por el delito contra la salud públi-
ca y contrabando y falsedad en documento oficial, encon-
trándose señalado el juicio oral por auto de 21 de junio
de 1999, para el mes de noviembre del año en curso,
y de conformidad con el informe emitido por el Ministerio
Fiscal, no procede acceder a la petición de libertad pro-
visional que se hace, manteniéndose la que viene acor-
dada por Auto de fecha 18 de diciembre de 1998, todo
ello conforme a lo dispuesto en los arts. 503, 504, 529
y demás concordantes, de general y pertinente aplica-
ción, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal» (Auto de
24 de junio de 1999).

En el informe que se cita, de 21 de junio de 1999,
el Ministerio Fiscal se opuso a la petición de libertad
provisional «interesando que se mantenga la situación


